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INTRODUCCIÓN 

Me tope por primera vez con el profesor Antonio Moles Caubet en 1958, a través de 

la lectura y estudio del folleto Lecciones de Derecho Administrativo Curso 56-57, 

que recogía sus enseñanzas en la Facultad de Derecho de la Universidad Central 

de Venezuela, cuando comencé  a estudiar la materia Derecho Administrativo I, en 

el segundo año de derecho, de la misma Facultad que enseñaba el Profesor 

Gonzalo Pérez Luciani; folleto que años después le propuse a Moises Moingo, el 

recordado editor de la Facultad, que lo publicara, lo que hizo efectivamente en 1964 

 
*   Texto de base para la conferencia dada en el  Simposio Antonio Moles Caunet: El principio de legalidad y sus implicaciones,” 

organizado por la Asociación Venezolana de Derecho Administrativo (Aveda), la Universidad Rovira I Virgili y el 
Instituto de Derecho Público Allan R. Brewer-Carías de la Universidad Central de Venezuela, Caracas vía zoom, 10 de 
septiembre de 2026. 
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(Antonio Moles Caubet, Lecciones de Derecho Administrativo (Parte General), 

Editorial Mohingo, Caracas, Septiembre 1964). 

Para redactar los Esquemas de Derecho Administrativo (cuyo texto íntegro se 

publicó multigrafiado para el uso de los estudiantes en 1969, y se puede consultar 

en mi libro Derecho Administrativo. Escritos de Juventud 1959-1964, Editorial 

Jurídica Venezolana, Caracas 2014), que me sirvieron para estudiar la materia, 

entre los autores que consulté y estudié, particularmente para las primeras Tesis 

del curso, estaba precisamente el folleto de Moles, junto con los libros de Adolfo 

Merkl, Teoría General del Derecho Administrativo, Fritz Fleiner, Instituciones de 

Derecho Administrativo, Leoón Duguit, Soberanía y Libertad. Enrique Sayagués 

Laso, Tratado de Derecho Administrativo; y Joaquín Sánchez Covisa, La Vigencia 

de la ley en el ordenamiento jurídico venezolano.  

Revisando aquellos Esquemas, ahora me topop con conceptos básicos expresados 

por Moles, como su consideración sobre la Administración que decía: 

1. Que “Es una función estatal (Legislación, Gobierno, Administración, Justicia)”;  

2. Que “Es una actividad jurídica: Principio de Legalidad. “Todos y cada uno de 

los actos de la Administración del Estado han de estar condicionados por la regla 

legal, que se convierte en la medida de su licitud o ilicitud,” que tiene “ tres 

vinculaciones con la Ley: a. Puede hacerse lo que la ley no prohíbe o no exige; 

b. Desarrollar una actividad dentro de los límites de la ley; c. Cualquier actividad 

ha de estar determinada por la ley (regla atributiva de competencia);” y .  

3. Que “La Administración comprende funciones y cometidos. “realización de los 

objetivos y fines que determine el Estado.” En ejercicio de las funciones 

administrativas, produce actos administrativos, reglamentarios o individuales 

(régimen de derecho administrativo). En cuanto a los cometidos administrativos, 

resultan los servicios públicos o las empresas administrativas (régimen mixto 

ejercitando actos comerciales e industriales, gestión privada).  

4. Que siempre “La Administración es ejecución de la Ley, está en un rango 

inferior a la ley; y lo que ejecuta a la Ley no puede contradecirla. De modo que 

la administración siempre estará sujeta a la Ley (principio de legalidad).” 
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5. Que el acto administrativo definido como una “determinación estatuyente” 

“conforme a los condicionamientos de la ley,” y 

6. Que” la Administración, es ejecución de la ley. Principio de legalidad. Es la 

base de toda la administración de un Estado de derecho;” conformidad que 

“requiere: 1. “que se cumpla con la regla atributiva de competencia.” 2. que “el 

acto producido revista las formalidades requeridas;” y 3. que “el acto sea 

congruente con las disposiciones a las cuáles debe estar subordinado, para 

producir los efectos la ley señala.”1 

Aquellos principios, que se me quedaron grabados para siempre, me permitieron 

además “conocer” al autor Moles a través de sus escritos, como todos los otros 

autores que entonces consulté y estudié, pero en el caso de Moles habiéndolo 

conocido en persona dos años después, en 1960 (año en el cual también conocí en 

persona a Enrique Sayagues Laso), cuando ingresé como Auxiliar de Investigación 

el Instituto de Derecho Público que dirigía Moles. Allí llegué después de haber 

trabajado unos meses como Auxiliar de Investigación con el profesor Manuel García 

Pelayo en el Instituto de Estudios Políticos, quien luego de haberse percatado de 

mi inclinación más por el derecho, me presentó a Moles, quien me acogió en el 

Instituto, donde inicié mi carrera de investigación en el mundo del derecho. 

Mucho me complace, 65 años después, por tanto, participar en este Simposio 

Antionio Moles Caubet, organizado en su homenaje por la Asociación Venezolana 

de Derecho Administrativo, la Universidad Rovira i Virgili y el Instituto de Derecho 

Público de la Universidad central de Venezuela, su Instituto y mi Instituto de 

siempre, precisamente sobre el tema del principio de legalidad y sus implicaciones 

que tanto trabajó Moles.2 

 
1  Véase Allan R. Brewer-Carías, “Esquemas de derecho administrativo I. Curso de Derecho 
Administrativo I (1958-1959)” Centro de Estudiantes, Facultad de derecho UCV, 1959, publicado 
además en Allan R. Brewer-Carías, Derecho Administrativo, Escritos de Juventud 1959-1964,  (Libro 
Primero). Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2014. 
2  Véase Antonio Moles Caubet, "El principio de la legalidad y sus implicaciones”, en Revista de la 
Facultad de Derecho, N° 50, Universidad Central de Venezuela, Caracas 1972, pp. 67-100 y N° 51 
Universidad Central de Venezuela, Caracas 1972, pp. 85-124; trabajos que luego fueron publicados 
como El principio de legalidad y sus implicaciones, Universidad Central de Venezuela, Facultad de 
Derecho, Publicaciones del Instituto de Derecho Público, Caracas, 1974. 
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I. LOS PRINCIPIOS DEL ESTADO DE DERECHO 

El principio de la legalidad es, sin duda, uno de los pilares fundamentales del Estado 

de derecho o, que forma parte del conjunto de principios que conforman el tronco 

jurídico común del derecho constitucional y administrativo del Estado democrático, 

que se fueron consolidando progresivamente durante las décadas de vigencia de la 

Constitución de 1961.3 Fueron, por otra parte, los principios que ensené durante 

décadas en la Facultad y que específicamente fueron conformando mi Curso sobre 

Derecho Administrativo Profundizado en la Maestría de Derecho Administrativo que 

dicté durante lustros en la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas de la 

Universidad Central de Venezuela, y que denominé Bases constitucionales del 

derecho administrativo, principios todos que luego fueron recogidos en la 

Constitución de 1999.4 

Dichos principios fundamentales del derecho públicoque condicionan en todo su 

contendido tanto al derecho constitucional como al derecho administrativo,5  si se 

quiere las bases constitucionales del derecho administrativo se pueden agrupar en 

los siguientes trece principios: en primer lugar, al principio de la supremacía 

constitucional y de la aplicación directa de la Constitución; en segundo lugar, al 

principio de la formación del derecho por grados y de la jerarquía de los actos 

estatales; en tercer lugar, al principio de legalidad y la supranacionalidad; en cuarto 

 
3  Esa etapa de desarrollo del derecho público, sin duda, se pudo cumplir dado el invalorable 
aporte doctrinal que desde inicios de los años sesenta se realizó desde el Instituto de Derecho 
Público de la Universidad Central de Venezuela, en Caracas, en lo que fue la etapa más pujante e 
innovadora de esa Institución, cuando además se publicó el Archivo de Derecho Administrativo y 
Ciencias de la Administración; esfuerzo que luego se siguió, a partir de 1980, desde las páginas de 
la Revista de Derecho Público de la Fundación Editorial Jurídica Venezolana; así como de las 
actividades desplegadas desde la Fundación Estudios de Derecho Administrativo (Funeda) 
establecida a comienzos de los noventa; y más recientemente, desde la Fundación Centro de 
Estudios Constitucionales, Legislativos y Administrativos (CECLA). 
4  Véase Allan R. Brewer-Carías, El Derecho Administrativo en la Constitución (Presentación: 
Armando Rodríguez García), Cuadernos de los Cursos de la Especialización en Derecho 
Administrativo, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, Universidad central de Venezuela, 
Caracas 2022 
5  Véase Allan R. Brewer-Carías, Los principios fundamentales del derecho público, 
Investigaciones Jurídicas S.A., Editorial Jurídica venezolana, San José Costa Rica, 2012. 
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lugar, al principio de la distribución vertical del poder público; en quinto lugar, el 

principio de la personalidad jurídica del Estado y las personas estatales; en sexto 

lugar, al principio de la separación orgánica de poderes; en séptimo lugar, al 

principio del ejercicio inter orgánico de las funciones del Estado; en octavo lugar, al 

principio del carácter inter funcional de los actos estatales; en noveno lugar, al 

principio del carácter inter orgánico de la Administración Pública; en décimo lugar, 

al principio de los fines democráticos, sociales y de justicia del Estado (Estado 

democrático y social de derecho y de justicia); en décimo primer lugar, al principio 

de la primacía y progresividad de los derechos constitucionales;  en décimo segundo 

lugar, al principio de la responsabilidad del Estado y de los funcionarios públicos; y 

en décimo tercer lugar, al principio de la universalidad del control judicial de los actos 

estatales.6 

En la conformación del principio de legalidad referido al Estado de derecho, se 

incluyen, por supuesto, directamente los tres primeros y el último de los principios 

antes enumerados., referidos a la Constitución como norma suprema, cúspide de la 

legalidad, a la formación del derecho por grados a partir de la misma, a la legalidad 

aplicada a los órganos del Estado, particularmente a los  administrativos, y a la 

garantía del principio con las previsiones sobre el control de la constitucionalidad y 

legalidad de las actuaciones delos órganos estatales.  

II.  EL PRINCIPIO DE LA SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL Y DE LA 

APLICACIÓN DIRECTA DE LA CONSTITUCIÓN 

El primero de los principios del derecho público que conforman el principio de la 

legalidad establecidos en la Constitución de 1999, siguiendo los principios 

fundamentales de la organización del Estado esenciales al constitucionalismo 

moderno, es el de la idea misma de la Constitución7 y de su supremacía regulado 

en forma expresa en el artículo 7, que precisa que “La Constitución es la norma 

 
6  Véase Allan R. Brewer-Carías, Principios del Estado de derecho, Cátedra Mezerhane sobré 
democracia, Estado de Derecho y Derechos Humanos, Miami Dade College, Editorial Jurídica 
Venezolana International, 2016 
7  Véase Allan R. Brewer-Carías,  “Sobre la idea de Constitución en el constitucionalismo moderno: 
aproximación histórica,” en Juan Carlos Sainz Borgo (Coordinador), Libro Homenaje al Profesor Raúl 
Arrieta Cuevas D.P.h. OXON, Caracas 2026, pp. 217-268. 
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suprema y el fundamento el ordenamiento jurídico”, a la cual quedan sujetos “todas 

las personas y los órganos que ejercen el Poder Público.”8 De allí que dicha 

supremacía se constituya como uno de los deberes constitucionales de los 

ciudadanos y funcionarios, el “cumplir y acatar” la Constitución (Art. 131), y además, 

como un un derecho ciudadano a dicha supremacía.9 

Es indudable, por supuesto, que para que una Constitución sea efectivamente la ley 

suprema de una sociedad, debe ser producto de ella misma, del acuerdo, pacto o 

consenso de sus componentes y no de imposiciones de un grupo sobre otros. Las 

Constituciones impuestas por un grupo al resto de los integrantes de la sociedad, 

generalmente tienen no sólo una precaria supremacía, sino una duración limitada a 

la permanencia en el poder del grupo que la impuso. Por ello la Sala Constitucional 

del Tribunal Supremo de Justicia, antes de que fuera totalmente controlada por el 

Poder,10 en sentencia de 9 de noviembre de 2000 destacó lo que consideró un 

“hecho fundamental” aunque no siempre “evidente a simple vista”, en el sentido de 

que: 

“la Constitución es suprema en tanto es producto de la autodeterminación de un 

pueblo, que se la ha dado a sí mismo sin intervención de elementos externos y 

sin imposiciones internas. Así, la Constitución viene a ser, necesariamente, la 

norma fundamental a la cual se encuentran vinculadas las múltiples formas que 

adquieren las relaciones humanas en una sociedad y tiempo determinados”11. 

 
8 Nos correspondió proponer en la Asamblea la consagración en forma expresa de dicho 
principio constitucional. Véase Allan R. Brewer-Carías, Debate Constituyente, (Aportes a la 
Asamblea Nacional Constituyente), Tomo II, (9 septiembre-17 octubre 1999), Fundación de Derecho 
Público-Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1999, p. 24. 
9  Véase Allan R. Brewer-Carías, “El derecho ciudadano a la supremacía de la Constitución en 
República Dominicana y Venezuela,” en Víctor Hernández Mendible (Coord.), Décimo Libro 
Homenaje a los 10 años de la Ley de Procedimiento Administrativo de la República Dominicana, 
Santo Domingo, 2023, pp. 57-75’was 
10   Véase  Allan R. Brewer-Carías,  La demolición de la independencia y autonomía del PoderJjudicial 
en Venezuela 1999-2021,Colección Biblioteca Allan R. Brewer-Carías, Instituto de Investigaciones 
Jurídicas de la Universidad Católica Andrés Bello, No. 7, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
2021, 
11  Sentencia de la Sala Constitucional Nº 1347 de 9 de noviembre de 2001, en Revista de 
Derecho Público, Nº 81, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2000, p. 265. 
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Siendo la Constitución la norma suprema, la misma, por una parte, tiene 

aplicabilidad inmediata en el orden interno, y no admite que puede haber una norma 

superior a ella, salvo en relación con el régimen de los derechos humanos 

Ahora bien, este  principio de la supremacía constitucional siempre ha implicado, en 

el orden interno, el principio de la aplicación directa e inmediata de las normas 

constitucionales, en el sentido de que la Constitución debe considerarse como una 

norma obligatoria, con de fuerza coactiva inmediata y por sí misma, que crea 

derechos y obligaciones directamente ejercibles y exigibles.12 

Esto tiene particular importancia precisamente en materia de derecho 

administrativo, que como bien sabemos se ha constitucionalizado,13 y cuyas normas 

en gran parte son reguladoras del ejercicio de los derechos fundamentales, pues 

implica que aún en ausencia de leyes reglamentarias, tales derechos pueden 

ejercerse, quedando proscritas las llamadas normas constitucionales 

programáticas14. 

Respecto de estas, no caben en el orden constitucional, como lo ratifica 

expresamente en el artículo 22 de la Constitución de la Constitución de 1999 al 

disponer que la falta de ley reglamentaria de los derechos humanos no menoscaba 

el ejercicio de los mismos; es decir, que para poder ejercerse los derechos 

constitucionales no se requiere de ley preexistente, bastando con la norma 

constitucional o de los respectivos tratados, pactos o convenios internacionales.15 

 
12  Así lo señaló, por ejemplo la Sala Constitucional en sentencia Nº 963 de 5 de junio de 2001 
(Caso: José A. Guía y otros vs. Ministerio de Infraestructura), Véase Revista de Derecho Público, Nº 
85-88, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2001, p. 447.   
13   Véase Allan R. Brewer-Carías, “Algunos aspectos de proceso de constitucionalización del 
derecho administrativo en la Constitución de 1999” en Los requisitos y vicios de los actos 
administrativos. V Jornadas Internacionales de Derecho Administrativo Allan Randolph Brewer-
Carías, Caracas 1996, Fundación Estudios de Derecho Administrativo (FUNEDA), Caracas 2000, 
pp. 23-37. 
14  Véase José Rafael Mendoza Mendoza, "Normas programaticas u operativas", en Libro 
Homenaje a Rafael Caldera: Estudios sobre la Constitución, Tomo I, Facultad de Ciencias Jurídicas 
y Políticas, Universidad Central de Venezuela, Caracas 1979, pp. 151-166. Véase sentencia de la 
Sala Constitucional Nº 51 de 19-05-2000, Revista de Derecho Público, Nº 82, Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas, 2000, pp. 139-141. 
15  Sobre ello, sin embargo, la Sala Constitucional se ha reservado, sin fundamento 
constitucional alguno, la potestad de resolver sobre la aplicabilidad inmediata de las normas 
constitucionales relativas a derechos humanos cuando no exista ley reglamentaria, contrariando el 
sentido de la previsión constitucional.Véase sentencia Nº 332 de 14-03-2001 (Caso: INSACA vs. 
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Por otra parte, en cuanto a los preceptos orgánicos de la Constitución, es decir, a 

las normas relativas a los órganos que ejercen el Poder Público y sus competencias, 

la Sala Constitucional, también las ha considerado como de vigencia y aplicación 

inmediata, no siendo necesaria la sanción previa de las leyes que desarrollen lo 

dispuesto en la Constitución, para que tengan efectividad.16 

El principio de la aplicabilidad inmediata de la Constitución tiene un particular interés 

para el derecho administrativo, en el sentido de que en ausencia de ley 

reglamentaria, la competencia de los órganos del Estado o el régimen de ejercicio 

de los derechos fundamentales es el que está establecido en la Constitución, no 

pudiendo la Administración, dado el principio de la reserva legal, suplir la ausencia 

de la ley reguladora. 

Por último, debe señalarse que la idea de la Constitución como norma suprema de 

aplicación inmediata y fundamento del ordenamiento jurídico, conforme a una 

tradición normativa que se remonta al texto de la Constitución de 1811, se 

acompaña con la prescripción expresa de la obligatoriedad de sus normas para 

todos los órganos que ejercen el Poder Público y los particulares. 

La consecuencia de la consagración expresa del principio de la supremacía 

constitucional es, por una parte, la previsión en el propio texto constitucional, de 

todo un sistema para la protección y garantía de esa supremacía constitucional 

frente a las leyes a través del control de su constitucionalidad, lo cual, sin duda, 

constituye uno de los pilares fundamentales del constitucionalismo contemporáneo 

y del Estado de Derecho17. Entre ellos está por una parte, la previsión del control 

 
Ministerio de Sanidad y Asistencia Social), en Revista de Derecho Público, Nº 85-88, Editorial 
Jurídica Venezolana, Caracas, 2001, p. 492. 
16  Así lo sostuvo en sentencia Nº 1 de 20 de enero de 2000 (Caso: Emery Mata Millán). Véase 
en Revista de Derecho Público, Nº 81, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2000, p. 226. 
17 Véase Allan R. Brewer-Carías, Evolución Histórica del Estado, Tomo I, Instituciones Políticas 
y Constitucionales, Universidad Católica del Táchira-Editorial Jurídica Venezolana, Caracas-San 
Cristóbal, 1996, pp. 47 y ss. 
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difuso18 y concentrado19 de la constitucionalidad de las leyes; y por la otra, la 

obligación de todos los jueces de asegurar la integridad de la Constitución (Art. 334).  

Ahora bien, en materia de derechos humanos, el principio de la supremacía 

constitucional cede ante las normas de los tratados, pactos y convenciones 

internacionales relativos a derechos humanos, suscritos y ratificados por 

Venezuela, los cuales no sólo tienen también jerarquía constitucional, sino que 

incluso prevalecen en el orden interno (constitucional o legal), conforme lo establece 

el artículo 23 de la propia Constitución, “en la medida en que contengan normas 

sobre su goce y ejercicio más favorables a las establecidas en esta Constitución y 

en las leyes de la República”, siendo además “de aplicación inmediata y directa por 

los tribunales y demás órganos del Poder Público”. 

La  Sala Constitucional del Tribunal Supremo, sin embargo, en sentencia Nº 1942 

de 15 de julio de 2003 (Caso: Impugnación de diversos artículos del Código Penal), 

indicó, si que ello pueda deducirse del artículo 23 constitucional, que solo le 

corresponde a ella interpretar “cuáles normas sobre derechos humanos de esos 

tratados, pactos y convenios, prevalecen en el orden interno; al igual que cuáles 

derechos humanos no contemplados en los citados instrumentos internacionales 

tienen vigencia en Venezuela,”20 lo cual es contrario a los poderes de los tribunales 

de la República, por ejemplo, para actuar como jueces constitucional ejerciendo el 

 
18 Véase en general Allan R. Brewer-Carías, “El método difuso de control de constitucionalidad 
de las leyes en el derecho venezolano”, en Victor Bazán (coord.), Derecho Procesal Constitucional 
Americano y Europeo, Edit. Abeledo-Perrot, dos tomos, Buenos Aires, Rep. Argentina, 2010, Tomo 
I, pp.671-690. 
19 Véase en general Allan R. Brewer-Carías, El control concentrado de la constitucionalidad de 
las leyes. Estudio de derecho comparado, Cuadernos de la Cátedra Allan R. Brewer-Carías de 
Derecho Público, N° 2, Universidad Católica del Táchira, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas-San 
Cristóbal 1994. 
20  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 93-96, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
2003.  Véase sobre este tema: Allan R. Brewer-Carías, “La aplicación de los tratados internacionales 
sobre derechos humanos en el orden interno. Estudio de derecho constitucional comparado 
latinoamericano”, en Libro Homenaje al Profesor Alfredo Arismendi A. (Comisión Académica para la 
Edición: Carlos Luis Carrilo Artíles, Coordinador, Nelson Chitty Laroche, Asdrúbal Grillet), 
Universidad central de Venezuela, Ediciones paredes, Caracas 2008, pp. 109-145.; y en el libro: El 
sistema interamericano de protección de los derechos humanos y su repercusión en los órdenes 
jurídicos nacionales, Poder Judicial de la Federación, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
México 2009. 
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control difuso de la constitucionalidad de las leyes o al conocer de acciones de 

amparo.21  

III. EL PRINCIPIO DE LA FORMACIÓN DEL DERECHO POR GRADOS 

Derivado del principio de supremacía constitucional en el marco del principio de 

legalidad, en el sistema de jerarquía de las normas está indisolublemente unido el 

principio de la formación del derecho por grados, de particular interés para el 

derecho administrativo, dado que la actividad de la Administración que por esencia 

regula, es siempre una actividad de carácter sub legal, es decir, de ejecución directa 

e inmediata de la legislación y sólo de ejecución indirecta y mediata de la 

Constitución.22 

En efecto, en todos los ordenamientos jurídicos modernos la Constitución se 

concibe como fuente del ordenamiento jurídico y el sistema jerarquizado del mismo, 

pudiéndose encontrar una distinción entre las normas que integran la Constitución 

en sí misma, como derecho positivo superior; y las normas que son sancionadas 

por una autoridad con poderes derivados de la Constitución.  

En otras palabras, particularmente en aquellos sistemas con Constituciones 

escritas, siempre puede establecerse una distinción entre la norma constitucional y 

legislación ordinaria; y luego, entre la legislación y las normas dictadas en ejecución 

de la misma; pudiendo decirse que las normas que integran el ordenamiento jurídico 

siempre se organizan deliberada o espontáneamente en forma jerárquica, de 

manera que existen normas en un nivel superior que siempre prevalecen sobre otras 

normas de nivel inferior.  

 
21  Véase Allan R. Brewer-carías, Instituciones Políticas Y Constitucionales. Tomo V: Derecho Y 
Acción De Amparo, Universidad Católica del Táchira-Editorial Jurídica Venezolana, Caracas-San 
Cristóbal 1998; y Derecho de Amparo y Acción de Amparo Constitucional (A manera de Prólogo, 
Héctor Fix Zamudio “La teoría de Allan R. Brewer Carías sobre el derecho de amparo Latino 
Americano y el juicio de amparo mexicano,” Academia de Ciencias Políticas y Sociales, Serie 
Estudios No. 129, Instituto Iberoamricano de Derecho Procesal Constitucional, ISBN: 978-1063625-
519-4, Editorial Jurídica Venezolana, 2021. 
22  Véase sobre el sistema jerarquizado o graduado del orden jurídico en el orden constitucional 
venezolano Allan R. Brewer-Carías, Derecho Administrativo, Tomo I, Ediciones de la Facultad de 
Derecho, Caracas, 1975, pp. 373 y ss. 
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De ello deriva el principio de la formación del derecho por grados, que tiene su 

origen en la teoría de Hans Kelsen sobre el orden jurídico como sistema de normas 

de derecho, el cual constituye una unidad con la multitud de normas que lo integran, 

que está estructurado en forma jerarquizada, teniendo siempre en su cúspide un 

Grundnorm o Constitución, de la cual derivan en forma jerarquizada, última razón 

que justifica la existencia de todas las normas del ordenamiento, las diversas 

normas que lo conforman. De ello concluyó Kelsen que con su apreciación de que: 

“El orden jurídico, especialmente aquél cuya personificación constituye el Estado, 

no es, por tanto, un sistema de normas coordinadas entre si, que se hallasen, por 

así decirlo, una al lado de otra, en un mismo nivel, sino que se trata de una 

verdadera jerarquía de diferentes niveles.” 23; un sistema en el cual la ”pluralidad de 

normas constituye una unidad, un sistema o un orden, cuando en el análisis final, 

su validez depende de una norma o ley única,” que es “la fuente común de validez 

de todas las normas que pertenecen al mismo orden y que forma su unidad.”24. 

Esta es, en definitiva, la “Teoría de la pirámide jurídica”, como el mismo Kelsen la 

denominó25, o de la sistematización gradual del ordenamiento jurídico en forma 

jerárquica, con la Constitución en la cúspide, que fue desarrollada la misma Escuela 

de Viena,” por Adolf Merk particularmente en el campo del derecho administrativo,26 

que definió, entre las funciones del Estado, a la función administrativa como 

teniendo siempre carácter sub legal, es decir, de ejecución directa de la legislación 

y sólo indirecta de la Constitución. 

Todo lo anterior implica que el ordenamiento jurídico no puede ser interpretado 

como un mero agregado de componentes inorgánicos y desordenados, o 

simplemente como una mera yuxtaposición causal de normas, sino como un todo 

sistemático, con relaciones de dependencia entre las diferentes partes, partiendo 

 
23  Véase H. Kelsen, Teoría General del Derecho y del Estado, Universidad Nacional Autónoma 
de México, Imprenta Universitaria, México, D.F., 1958, p. 146; H. Kelsen, General theory of Law and 
State, trans. Wedberg, rep. 1901, pp. 110 y ss. 
24  Véase H. Kelsen, Teoría pura del Derecho, Buenos Aires, 1981, p. 135. 
25  Véase H. Kelsen, Teoría General del Estado, trad. Luis Legaz Lacambra, Editora Nacional, 
México, 1954, p. 325. 
26  Véase A. Merkl, Teoría General del Derecho Administrativo, Madrid, 1935, pp. 7-62. Véase 
también H. Kelsen, “La garantie juridisdictionnelle de la Constitution (La Justice constitutionnelle)”, 
Revue du Droit Public et de la Science Politique en France et a l’étranger, París 1928, pp. 197-257. 
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de la existencia de una base común de validez, con la forma de ley fundamental y 

superior (Constitución), de manera que la creación de una norma legal siempre se 

basa en otra norma legal.  

Por ejemplo, la sanción de leyes ordinarias están regulados por la Constitución; y la 

potestad para reglamentar las leyes y la forma en que debe hacerse, está regulada 

por las leyes formales. En cuanto a los actos administrativos y las decisiones 

judiciales, los mismos además de sujetarse a la Constitución, están sujetas a 

normas legales establecidas en leyes formales y en reglamentos.  

En este marco, en consecuencia, en el análisis global del ordenamiento jurídico se 

puede establecer una distinción entre aquéllos actos de Estado que se dictan en 

ejecución directa e inmediata de la Constitución, es decir, que son dictados 

directamente en ejercicio de poderes constitucionales, y aquéllos cuya ejecución no 

está directamente relacionada con la Constitución y que se dictan en ejercicio 

directo de poderes establecidos en normas de derecho inferiores a la Constitución.  

Estos son actos de ejecución directa e inmediata de la legislación y de ejecución 

indirecta y mediata de la Constitución., distinción que se encuentra, por ejemplo, en 

la diferencia entre los actos de gobierno y los actos administrativos.27  

En todo caso, este principio de la formación del derecho por grados es uno de los 

principios fundamentales del derecho público que adoptó la Constitución de 1999; 

conforme a la cual todas las actuaciones del Estado derivan de la ejecución de la 

Constitución como norma suprema, en forma escalonada y sucesiva, 

configurándose entonces dos tipos de actividades estatales: aquéllas que derivan 

de la ejecución directa e inmediata de la Constitución; y aquellas que son de 

ejecución directa e inmediata de la Legislación y, por tanto, de ejecución indirecta y 

mediata de la Constitución.28  

 
27  Véase Allan R. Brewer-Carías, “Sobre el principio de la formación del derecho por grados en 
Venezuela, en la distinción entre el acto de gobierno y el acto administrativo,” en Antonio Aljure 
Salame, Rocío Araújo Oñate, William Zambran Cetino (Editores), Sociedad, Estado y Derecho. 
Homenaje a Álvaro Tafur Galvis, Universidad del Rosario Editorial,  Tomo II, Bogotá 2014, pp. 77-
105. 
28  Véase Allan R. Brewer-Carías, “El control de constitucionalidad de los actos del Poder 
Ejecutivo dictados en ejecución directa e inmediata de la Constitución y el principio de la formación 
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En efecto, partiendo de la consideración de Constitución como norma suprema y 

como fundamento del ordenamiento jurídico, como lo declara incluso su artículo 7, 

hay actividades que realizan determinados órganos del Estado en cumplimiento de 

atribuciones establecidas directa y exclusivamente en la Constitución, sin que exista 

o pueda existir otro acto estatal de ejecución directa e inmediata de la Constitución, 

como las leyes, que las regulen y que se interpongan entre la Constitución y la 

actividad. Por ejemplo, la actividad legislativa de la Asamblea Nacional o la actividad 

de gobierno del Presidente de la República. Además, hay otras actividades de los 

órganos del Estado que se realizan en cumplimiento de atribuciones establecidas 

no sólo en la Constitución sino básicamente en las leyes, donde por principio existe 

o puede y debe existir un cuerpo legislativo que las regule. Por ejemplo, la actividad 

judicial y, precisamente, la actividad administrativa.  

Las actividades realizadas en ejecución directa e inmediata de la Constitución, 

precisamente por ello sólo están y pueden estar sometidas a lo que dispone el texto 

fundamental, no teniendo competencia el Legislador para regularlas mediante leyes; 

las segundas, en cambio, son actividades realizadas en ejecución directa e 

inmediata de la legislación e indirecta y mediata de la Constitución, las cuales, 

precisamente por ello, además de estar sometidas al texto fundamental (como toda 

actividad estatal), están sometidas a las regulaciones establecidas, además de en 

la Constitución, en las leyes y en las otras fuentes del derecho.  

Por ello, las actividades realizadas en ejecución directa e inmediata de la 

Constitución, dada que se realizan en ejecución directa e inmediata de la 

Constitución, sólo están sometidas al control de constitucionalidad a cargo de la 

Jurisdicción Constitucional que corresponde a la Sala Constitucional del Tribunal 

Supremo (Arts. 334, 336,2 y 4); las segundas, en cambio, están sometidas al control 

de constitucionalidad y de legalidad que corresponden a las otras Jurisdicciones del 

Poder Judicial, tanto a las ordinarias, como sucede con las apelaciones y la 

Casación en lo que concierne a la actividad judicial; como a la Jurisdicción 

 
del derecho por grados en Venezuela,” en Revista Jurídica UDABOL, Universidad de Aquino Bolivia, 
Año 1, No. 1, La Paz 2012, pp. 83-129.- 
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Contencioso-Administrativa y a la Jurisdicción Contencioso-Electoral (Arts. 259, 

297) cuando se trata de actividades administrativas.29  

Las actividades administrativas, por tanto y por esencia, constituyen actividades 

estatales que se realizan siempre en ejecución directa e inmediata de la legislación 

y por tanto, en ejecución indirecta y mediata de la Constitución; y precisamente por 

ello es que son esencialmente de carácter sublegal, aun cuando en un momento 

dado no se haya dictado la legislación correspondiente que las regule en concreto. 

Los actos estatales dictados en ejecución directa e inmediata de la Constitución son 

los actos legislativos, los decretos leyes y los actos de gobierno. 

Los actos legislativos son las leyes (Arts. 187,1 y 203) y los actos parlamentarios 

sin forma de ley (actos privativos e interna corporis) (Art. 187). Las leyes, incluso, 

son formalmente definidas en la Constitución, como los actos sancionados por la 

Asamblea Nacional como cuerpo legislador (Art. 203). 

También pueden considerarse como actos con rango y valor de ley los decretos 

leyes o decretos con fuerza de ley dictados por el Presidente de la República previa 

autorización por una ley habilitante (Arts. 203; 236, 8); los dictados en materia de 

organización ministerial (Art. 236,20) y los dictados en estado de excepción (Arts. 

236,7; 337). 

Los actos del gobierno, por su parte, son los actos dictados por el Presidente de la 

República en ejercicio sólo de atribuciones constitucionales,30 y que por ello no 

pueden estar regulados o limitados por la Asamblea Nacional mediante leyes. Es el 

caso, por ejemplo, del nombramiento del Vicepresidente Ejecutivo, de la concesión 

de indultos, de la convocatoria de la Asamblea Nacional a sesiones extraordinarias, 

y de la disolución de la Asamblea Nacional (Art. 236,3,9,19,21).  

 
29  Véase por ejemplo, sentencia de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia Nº 
1268 de 06-07-2004 en relación con los actos dictados por la Dirección Ejecutiva de la Magistratura del 
propio Tribunal Supremo, considerados como dictados en ejercicio de la función administrativa y, 
sometidos a control por la jurisdicción contencioso-administrativa.  Véase en Revista de Derecho 
Público, Nº 99-100, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2004. 
30   Allan R. Brewer-Carías, “Comentarios sobre la doctrina del acto de gobierno, del acto 
político, del acto de Estado y de las cuestiones políticas como motivo de inmunidad jurisdiccional de 
los Estados en sus Tribunales nacionales”, en Revista de Derecho Público, Nº 26, Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas, abril-junio 1986, pp. 65-68. 
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Pero, en la sistematización formal del ordenamiento jurídico, dentro de este sistema 

graduado de producción de normas, salvo los actos dictados en ejecución directa 

de la Constitución, los demás actividades del Estado, particularmente las 

administrativas, de control y judiciales, se ejercen, no en ejecución directa de las 

normas constitucionales, sino más bien en ejecución directa de la “legislación”, es 

decir, de las leyes formales o los actos del Parlamento, incluso, de los actos de 

gobierno o los decretos leyes dictados por los órganos constitucionales 

competentes, a su vez en ejecución directa de la Constitución. 

En esta forma, todas las actividades administrativas y judiciales originan actos 

dictados en ejecución directa e inmediata de la “legislación”, y en ejecución indirecta 

e mediata de la Constitución; es decir, son actos de carácter sublegal. En 

consecuencia, y en particular para el derecho administrativo, los actos 

administrativos dictados en ejercicio de las diversas funciones del Estado, son actos 

que por esencia tienen rango sublegal, por lo que, no hay ni puede haber actos 

administrativos que se dicten en ejecución directa e inmediata de la Constitución. 

IV.  EL PRINCIPIO DE LA LEGALIDAD EN EL ESTADO DE DERECHO Y LA 

ADMINISTRACIÓN PÚBLICA  

Siguiendo la configuración que había establecido la Constitución de 196131, la 

Constitución de 1999 formalmente declaró al Estado venezolano como un Estado 

de derecho (además de democrático y social y de justicia) (Art. 2), lo que implica, 

ante todo, la necesaria sumisión de todas las actuaciones de los órganos del Estado 

al ordenamiento jurídico preestablecido,32 compuesto no sólo por la Constitución y 

las leyes, sino por el conjunto de reglamentos y normas dictados por las autoridades 

competentes. De ello deriva el tercer principio fundamental del derecho público que 

es el principio de la legalidad.  

 
31   Véase en general Allan R. Brewer-Carías, Cambio político y reforma del Estado en 
Venezuela. Contribución al estudio del Estado democrático y social de derecho, Editorial Tecnos, 
Madrid 1975. 
32  Véase Antonio Moles Caubet, "Estado y derecho (configuración jurídica del Estado)”, en 
Studia Jurídica, N° 1, Universidad Central de Venezuela, Caracas 1957, pp. 257-340. 
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Este principio, en relación con los órganos de la Administración Pública adquiere 

importancia fundamental para el derecho administrativo, y le impone siempre a los 

órganos que la integran la obligación de actuar con arreglo a lo establecido en la ley 

y en las otras normas jurídicas que regulan su actividad;33 y no sólo las establecidas 

por los órganos del Estado, sino las que establezcan los tratados internacionales, 

particularmente en materia de derechos humanos que como se ha dicho tienen 

rango constitucional e, incluso, supra constitucional; y las que emanen de órganos 

supranacionales, en procesos de integración regional. 

Como lo puntualizó la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en 

sentencia temprana Nº 85 de 24-01-2002 (Caso: Deudores hipotecarios vs. 

Superintendencia de Bancos), antes de que fuera totalmente controlada por el 

Poder : 

“El poder se ejerce únicamente a través de normas jurídicas, por lo que la ley 

regula toda la actividad Estatal y en particular la de la administración; y parte de 

la esencia del concepto consiste en el control judicial de la legalidad desde lo 

que se va a considerar la norma suprema: la Constitución la cual encabeza una 

jerarquía normativa, garantizada por la separación de poderes. Tal concepción 

está recogida en la vigente Constitución, donde toda la actividad Estatal está 

regida por la ley: leyes que emanan del Poder Legislativo y otros Poderes, y 

reglamentos que dicta el Poder Ejecutivo, sin que estos últimos puedan 

contradecir la letra o el espíritu de la ley; mientras que la constitucionalidad es 

 
33.  Véase Antonio Moles Caubet, “Implicaciones del principio de legalidad”, en Archivo de 
Derecho Público y Ciencias de la Administración, Vol. II, Instituto de Derecho Público, Facultad de 
Derecho, Universidad Central de Venezuela, Caracas 1970-71, pp. 137-174; Eloy Lares Martínez, 
“El principio de la legalidad aplicada a la Administración” (Discurso de incorporación como individuó 
dé Número), en Boletín de la Academia de Ciencias Políticas y Sociales, N° 35 Año XXXI, Caracas, 
abril-noviembre 1967, pp. 45-92; Enrique Meier, “El principio de la legalidad administrativa y la 
Administración Pública”, en Revista de Derecho Público Nº 5, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
enero-marzo 1981, pp. 45-56; y Véase Allan R. Brewer-Carías, “El principio de legalidad en 
Venezuela,” Anuario IV Iberoamericano de Derecho Administrativo, Volumen IV,  (Directores: 
Santiago Mu`noz Machado y Ricardo Rivero Ortega), Agencia Estatal Boletín del Estado, Salamanca  
2024, pp. 53 ss.  
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controlada judicialmente mediante el control difuso o el control concentrado de 

la Constitución.”34  

Por ello, este tercer principio fundamental  que conforma el principio de 

legalidad en el derecho público en la Constitución de 1999, es el de la sumisión de 

todos los órganos del Estado al derecho o a la legalidad, integrada ésta, tanto por 

la norma suprema que es la Constitución (Art. 7), como por todas las demás fuentes 

del ordenamiento jurídico y que se aplican a los diversos órganos del Estado, 

conforme al principio antes referido de la formación del derecho por grados.  

En tal sentido, el artículo 137 de la Constitución recoge la clásica formula de nuestro 

constitucionalismo, al establecer que “la Constitución y las leyes definen las 

atribuciones de los órganos que ejercen el Poder Público, a las cuales deben 

sujetarse las actividades que realicen”; y el artículo 141, al precisar los principios 

que en particular rigen la Administración Pública, establece que sus órganos deben 

actuar “con sometimiento pleno a la ley y al derecho”. 

Por tanto, conforme a este principio de sumisión del Estado a la ley y al derecho, es 

decir, al principio de legalidad, todas las actividades de los órganos del Estado y de 

sus autoridades y funcionarios, deben realizarse conforme a la ley y dentro de los 

límites establecidos por la misma.  

Pero por supuesto, “legalidad”, en el derecho constitucional contemporáneo no es 

sólo la sumisión a la “ley formal” sino a la Constitución y a otras fuentes de derecho. 

En consecuencia, en un Estado con Constitución escrita, el órgano legislativo 

también está limitado por el “principio de legalidad”, en el sentido de que sus 

actividades están constitucionalmente limitadas por la Constitución, lo que también 

pueden ser objeto de control judicial o jurisdiccional. 

En segundo lugar, que en la expresión “principio de legalidad”, el término “ley” debe 

entenderse en el sentido más amplio de “ordenamiento jurídico”, y no en el sentido 

formal de acto emanado del Parlamento, por lo que comprende la Constitución en 

sí misma, las leyes formales y todas las otras normas del ordenamiento jurídico 

 
34  Véase en Revista de Derecho Público Nº 89-92, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
2002. 
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conformadas en un sistema legal que deriva de la Constitución en forma escalonada 

y jerarquizada. 

En consecuencia, este principio de legalidad, principalmente en sistemas legales 

con Constituciones escritas, implica por supuesto, no sólo que los órganos que 

ejercen el Poder Ejecutivo o más ampliamente que integran la Administración 

Pública estén sujetos a las normas de derecho, sino que los otros órganos del 

Estado, incluyendo los órganos legislativos, también estén sujetos a las normas de 

derecho. En consecuencia, lo que constituyen las normas de derecho en  

relación a cada órgano del Estado, varía y tiene un ámbito diferente dependiendo 

de la jerarquía o posición que tiene cada norma o acto del Estado en el sistema 

jurídico jerarquizado. Por ello, para el Legislador, legalidad quiere decir 

constitucionalidad o sumisión a la Constitución, igual que para el Jefe de Estado con 

respecto a los actos de gobierno. En ambos casos, dichos actos se dictan en 

ejecución directa e inmediata de la Constitución, sin la interferencia de actos del 

Parlamento, en forma tal que sólo están subordinados a la Constitución y no puede 

en general haber ley alguna que los condicione. 

En todo caso, además de los actos dictados en ejecución directa e inmediata de la 

Constitución, en los sistemas legales graduados que han dado origen a los sistemas 

de control judicial  de la constitucionalidad, es evidente que el principio de legalidad, 

por su ámbito, desempeña un papel mucho más importante en el segundo nivel de 

ejecución del ordenamiento jurídico, es decir, en aquellos actos del Estado dictados 

en ejecución directa e inmediata de la legislación, y en ejecución indirecta y mediata 

de la Constitución.  

Aquí, que es el ámbito propio del derecho administrativo, el principio de legalidad 

se ha desarrollado en el pleno sentido de la palabra, particularmente con referencia 

a la Administración Pública, dando origen al control judicial de la legalidad de los 

actos administrativos (Jurisdicción contencioso-administrativa y Jurisdicción 

contencioso-electoral) y, por consiguiente, al propio derecho administrativo.  

En cuanto a los órganos de los Poderes Judicial, Ejecutivo, Ciudadano o Electoral, 

por tanto, el principio de legalidad tiene un sentido más amplio, pues incluye no sólo 
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la Constitución sino también a todos los actos del Estado con carácter general y 

normativo y, particularmente, los de rango “legislativo”. En estos se incluye, además 

de los actos del Parlamento o leyes formales, todos los demás actos del Estado 

dictados con la misma fuerza legal, como por ejemplo, los decretos-leyes y los actos 

de gobierno emanados del Jefe de Estado conforme a los poderes constitucionales. 

En el principio de legalidad relacionado con los Poderes Ejecutivo, Ciudadano y 

Electoral también se incluyen todas las demás normas legales que regulan y limitan 

la acción administrativa, así como los principios generales del derecho que deben 

ser observados por los órganos de la Administración Pública. De allí que, en los 

sistemas de derecho público contemporáneos, el principio de legalidad en relación 

con la actividad administrativa haya tenido una mayor importancia. 

En consecuencia, en un Estado de derecho, el grado de sumisión de la 

Administración Pública al principio de la legalidad, es de mayor ámbito que el de la 

sumisión a las normas de derecho por parte de los órganos constitucionales del 

Estado. La Asamblea o el Parlamento están sometidos a la Constitución e, incluso, 

el Jefe de Estado o de Gobierno, cuando dicta actos de gobierno sólo está sometido 

en general a la Constitución; mientras que los órganos y las autoridades 

administrativas están envueltos en un área de legalidad de mayor ámbito puesto 

que están sometidos a la “legislación”, la cual ejecutan. Esta es la razón por la cual, 

en este campo, el principio de legalidad tomó el significado que normalmente tiene 

en relación a la actividad administrativa del Estado contemporáneo y al propio 

derecho administrativo. 

Pero el principio de legalidad no sólo somete a los órganos del Estado al 

ordenamiento jurídico establecido por el propio Estado o al contenido en tratados 

internacionales ratificados y aprobados por sus órganos, sino también al 

ordenamiento establecido por los órganos supranacionales en los procesos de 

integración económica, y que tendrían aplicación directa e inmediata en el ámbito 

interno. 

En tal sentido, en el artículo 153 de la Constitución de 1999 puede decirse que el 

proceso de integración económica latinoamericano, y andino en particular, encontró 
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fundamento constitucional en Venezuela,35 al disponer que “la República podrá 

suscribir tratados internacionales que conjuguen y coordinen esfuerzos para 

promover el desarrollo común de nuestras naciones, y que aseguren el bienestar de 

los pueblos y la seguridad colectiva de sus habitantes,” estando autorizada a 

“atribuir a organizaciones supranacionales, mediante tratados, el ejercicio de las 

competencias necesarias para llevar a cabo estos procesos de integración,” en cuyo 

caso, las normas “que se adopten en el marco de los acuerdos de integración serán 

consideradas parte integrante del ordenamiento legal vigente y de aplicación directa 

y preferente a la legislación interna.” 

De lo que se deduce, por tanto, que las normas comunitarias dictadas por los 

órganos supranacionales no sólo tienen aplicación directa e inmediata en el ámbito 

interno, desde que se considera que son parte integrante del ordenamiento jurídico 

vigente, sino que tienen aplicación preferente en relación con las leyes nacionales 

que se les opongan.36 

V.  EL PRINCIPIO DE LA UNIVERSALIDAD DEL CONTROL JUDICIAL 

SOBRE LOS ACTOS ESTATALES 

La consecuencia de los principios de supremacía constitucional, de formación del 

derecho por grados y de legalidad, es que todos los actos estatales están sometidos 

a control judicial, por lo que en el ordenamiento jurídico venezolano no hay actos 

estatales excluidos de control.37 De allí el establecimiento de un sistema jurídico de 

carácter universal y cerrado en materia de control judicial, en el sentido que ninguno 

de los actos estatales puede escapar al control del Tribunal Supremo de Justicia y 

de los demás tribunales que controlan la constitucionalidad (Art. 336) y la legalidad 

de los mismos (Arts. 259, 297). El control judicial de los actos estatales conforme a 

 
35 En tal sentido propusimos a la Asamblea Nacional Constituyente la incorporación de una 
norma expresa destinada a regular la materia. Véase Allan R. Brewer-Carías, Debate Constituyente, 
Tomo I, pp. 171 a 182. 
36  Así lo reconoció por ejemplo la Sala Constitucional del Tribunal Supremo en sentencia Nº 
2167 de 14 de septiembre de 2004 (Caso: Laboratorios Venezolanos (LAVE) y otros).,Véase en 
Revista de Derecho Público, Nº 99-100, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2004. 
37  Véase Allan R. Brewer-Ccarías, “El principio de la formación del derecho por grados en la 
distinción entre el acto de gobierno y el acto administrativo, y el principio de la universalidad del 
control judicial de los actos estatales,” en Revista de Derecho Público, No. 131, (julio-septiembre 
2012), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2012, pp. 7- 30. y; 
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la Constitución, por tanto, además de corresponder a las jurisdicciones ordinarias, 

en particular corresponde a la Jurisdicción Constitucional38, a la Jurisdicción 

Contencioso Administrativa y a la Jurisdicción Contencioso Electoral39.  

Es decir, dejando aparte el control judicial que se ejerce sobre los actos judiciales 

(sistemas procesales de apelación, acción de amparo, recursos de revisión, recurso 

de casación), los demás actos estatales están sujetos al control judicial por parte de 

los jueces competentes para ejercer la justicia constitucional como la justicia 

administrativa.40  

Por lo que se refiere al sistema venezolano de justicia constitucional, en Venezuela 

es, ante todo, un sistema mixto, o integral,41  en el cual el control difuso de la 

constitucionalidad está atribuido a todos los tribunales de la República, y el sistema 

concentrado, con relación a las leyes y demás actos de rango legal o dictados de 

ejecución directa e inmediata de la Constitución, está atribuido a la Sala 

 
38  Véase Allan R. Brewer-Carías, La justicia constitucional, Tomo VI de Instituciones Políticas 
y Constitucionales, Universidad Católica del Táchira-Editorial Jurídica Venezolana, Caracas-San 
Cristóbal 1996; El sistema de justicia constitucional en la Constitución de 1999 (Comentarios sobre 
su desarrollo jurisprudencial y su explicación, a veces errada, en la Exposición de Motivos), Editorial 
Jurídica Venezolana, Caracas, 2000; La Justicia Constitucional (Procesos y Procedimientos 
Constitucionales), Editorial Porrúa/ Instituto Mexicano de Derecho procesal Constitucional, México 
2007,; Derecho Procesal Constitucional. Instrumentos para la Justicia Constitucional, Tercera edición 
ampliada (Con prólogo de Jesús María Alvarado A.), Colección Centro de Estudios de Derecho 
Procesal Constitucional, Universidad Monteávila, No. 2, Caracas 2014; y “La Justicia Constitucional 
en la Nueva Constitución” en Revista de Derecho Constitucional, Nº 1, Septiembre-Diciembre 1999, 
Editorial Sherwood, Caracas, 1999, pp. 35-44. Véase igualmente: Rafael Badell Madrid, Derecho 
Procesal Constitucional, Academia de Ciencias Políticas y Sociales, Caracas, 2020;  y Rafael J. 
Chavero Gazdik, La Jurisdicción Constitucional en Venezuela., Academia de Ciencias Políticas y 
Sociales, Editorial Jurídica Venezolana, 2024.  
39  Véase Allan R. Brewer-Carías, La justicia contencioso administrativa, Tomo VII de 
Instituciones Políticas y Constitucionales, Universidad Católica del Táchira-Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas-San Cristóbal 1996; Allan R. Brewer-Carías, Ley Orgánica del Tribunal 
Supremo de Justicia. Procesos y procedimientos constitucionales y contencioso administrativos, 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2004, pp. 127 y ss. 

40  Véase Véase Allan R. Brewer-Carías, Estado de Derecho y control judicial (Justicia 
Constitucional, Contencioso-Administrativo y Amparo en Venezuela), (Prólogo de Luciano Parejo 
Alfonso), Instituto Nacional de Administración Pública, Madrid 1987. 
41  Véase Allan R. Brewer-Carías, El sistema mixto o integral de control de la constitucionalidad en 
Colombia y Venezuela, Universidad Externado de Colombia (Temas de Derecho Público Nº 39) y 
Pontificia Universidad Javeriana (Quaestiones Juridicae Nº 5), Bogotá 1995. 
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Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia,42 y que se encuentra regulado en 

la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, cuya última reforma es de 2022.43.  

En cuanto al control concentrado de la constitucionalidad, la Constitución establece 

en forma expresa en sus artículos 266, 334 y 336 la competencia de la Sala 

Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia para declarar la nulidad por 

inconstitucionalidad, de las leyes y demás actos de los cuerpos deliberantes de 

carácter nacional, estadal o municipal dictados en ejecución directa de la 

Constitución, así como de los actos con rango legal dictados por el Ejecutivo 

Nacional.  

Es decir, la Constitución prevé un control judicial concentrado de la 

constitucionalidad de todos los actos estatales, con exclusión de los actos judiciales 

y de los actos administrativos respecto de los cuales prevé medios específicos de 

control de legalidad y constitucionalidad (recurso de casación, apelaciones y 

jurisdicción contencioso administrativa).  

A tal efecto, el artículo 334 de la Constitución le asigna competencia a la Sala 

Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, como jurisdicción constitucional, 

declarar para declarar, con efectos erga omnes, la nulidad de las leyes y demás 

actos de los órganos que ejercen el Poder Público dictados en ejecución directa e 

inmediata de la Constitución o que tengan rango de ley, entre los cuales están, a 

nivel nacional, las leyes, actos parlamentarios sin forma de ley y actos de gobierno); 

en el nivel estadal, a las leyes emanadas de las Asambleas Legislativas y demás 

actos de ejecución directa de la Constitución; y en el nivel municipal, a las 

Ordenanzas Municipales, consideradas invariablemente como leyes locales, y 

demás actos de ejecución directa de la Constitución.44.Salvo que se trate del control 

 
42  Así, por ejemplo, lo había concebido desde 1953 la antigua Corte Federal, en sentencia de 
19-6-53, en G.F., Nº 1, 1953, pp. 77 y 78. Véase en general, Allan R. Brewer-Carías, La Justicia 
Constitucional, Tomo VI, Instituciones Políticas y Constitucionales, op. cit., pp. 86 y ss. 
43. Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia (LOTSJ), 6.684 Extra. de 19 de enero de 
2022. Véase sobre la Ley: Allan R. Brewer-Carías, y Victor Herández Medible, Ley Orgánica del 
Tribunal Supremo de Justicia. El Tribunal Supremo de Justicia y los  Procesos y procedimientos 
constitucionales y contencioso electorales, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2010. 
44  Véase sentencia Nº 833 de 25 de mayo de 2001 (Caso: Instituto Autónomo Policía Municipal 
de Chacao vs. Corte Primera de lo Contencioso Administrativo), Véase en Revista de Derecho 
Público, Nº 85-88, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2001, pp. 370. 
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de constitucionalidad de los decretos de declaratoria de estados de excepción, 

respecto de los cuales la Sala puede actuar de oficio, en la materia de control de 

constitucionalidad en general  rige el principio dispositivo, debiendo siempre 

impugnarse los actos cuestionados mediante acción de parte, que se ha concebido 

como una acción popular.45  

En cuanto al control difuso de la constitucionalidad, el artículo 334 de la Constitución 

indica que “todos los jueces de la República, en el ámbito de sus competencias y 

conforme a lo previsto en esta Constitución y en la ley, están en la obligación de 

asegurar la integridad de esta Constitución,” agregando que : “en caso de 

incompatibilidad entre esta Constitución y una ley u otra norma jurídica, se aplicarán 

las disposiciones constitucionales, correspondiendo a los tribunales en cualquier 

causa, aun de oficio, decidir lo conducente.” 

El principio, en todo caso, se había incorporado desde el siglo XIX en el Código de 

Procedimiento Civil (art. 19) y en el siglo XX en el Código Orgánico Procesal Penal. 

46    

Por lo anterior, bien se puede decir, que el sistema venezolano de control de la 

constitucionalidad de las leyes y otros actos estatales, es uno de los más amplios 

conocidos en el mundo actual si se lo compara con los que muestra el derecho 

comparado, pues mezcla el llamado control difuso de la constitucionalidad de las 

leyes con el control concentrado de la constitucionalidad de las mismas47. 

 
45 Véase Allan R. Brewer-Carías, La Justicia Constitucional, Tomo VI, Instituciones Políticas y 
Constitucionales, op. cit., p. 137 y ss.; “Régimen y alcance de la actuación judicial de oficio en materia 
de justicia constitucional en Venezuela”, en Estudios Constitucionales. Revista Semestral del Centro 
de Estudios Constitucionales, Año 4, No. 2, Universidad de Talca, Santiago, Chile 2006, pp. 221-
250; “Sobre la anomalía del control concentrado de constitucionalidad ejercido de oficio por el Juez 
Constitucional en Venezuela,” en Revista de Derecho Público, Nº 161-162, enero-junio 2020, 
Editorial Jurídica Venezolana. Caracas 2020, pp. 467-494. 
46 Véase en general Allan R. Brewer-Carías, “El método difuso de control de constitucionalidad 
de las leyes en el derecho venezolano”, en Victor Bazán (coord.), Derecho Procesal Constitucional 
Americano y Europeo, Edit. Abeledo-Perrot, dos tomos, Buenos Aires, Rep. Argentina, 2010, Tomo 
I, pp.671-690. 
47 De acuerdo a la terminología acuñada por Piero Calamandrei, La illegittimitá Costituzionale 
delle Leggi, Padova, 1950, p. 5; y difundida por Mario Capelletti, Judicial Review in the contemporary 
World, Indianápolis, 1971. Véase Allan R. Brewer-Carías, Judicial review in comparative law, 
Cambridge University Press, 1989. Véase además, Allan R. Brewer-Carías, El sistema mixto o 
integral de control de constitucionalidad en Colombia y Venezuela, Bogotá, 1995. 
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Ahora bien, así como corresponde a la Jurisdicción Constitucional ejercer el control 

de constitucionalidad sobre las leyes y demás actos de rango legal o dictados de 

ejecución directa e inmediata de la Constitución; por lo que se refiere a la 

Jurisdicción Contencioso Administrativa a la misma le corresponde conocer del 

control de constitucionalidad y legalidad de los actos administrativos, que son de 

rango sublegal, es decir dictados en ejecución directa e inmediata de la legislación 

y sólo en ejecución indirecta e mediata de la Constitución. 

A tal efecto, siguiendo la tradición constitucional que se inició en 1925 y se consolidó 

en la Constitución de 1961, la Constitución de 1999 prevé la garantía judicial 

específica a cargo de la Jurisdicción Contencioso Administrativa y de la Jurisdicción 

Contencioso-Electoral, es decir, al conjunto de órganos judiciales encargados de 

controlar la legalidad y de la legitimidad de las actuaciones de la Administración, 

tanto por sus actos, omisiones y en general la actividad administrativa, como por las 

relaciones jurídico-administrativas en las cuales aquélla intervenga.48 

La norma fundamental que constitucionaliza la Jurisdicción Contencioso-

Administrativa en Venezuela está contenida en el artículo 259 de la Constitución de 

1999,49 en la cual se atribuye a los órganos de la misma, la competencia:  

“para anular los actos administrativos generales o individuales contrarios a 

derecho, incluso por desviación de poder; condenar al pago de sumas de dinero 

y a la reparación de daños y perjuicios originados en responsabilidad de la 

Administración; conocer de reclamos por la prestación de servicios públicos y 

 
48 Allan R. Brewer-Carías, Las Instituciones Fundamentales del Derecho Administrativo y la 
Jurisprudencia Venezolana. Publicaciones de la Facultad de Derecho, Universidad Central de 
Venezuela, Caracas, 1964, pp. 295 y ss.: 
49. Véase en general Allan R. Brewer-Carías, “La constitucionalización de la jurisdicción 
contencioso-administrativa en Venezuela y los procesos contencioso administrativos, en Cesar Nava 
Escudero y Oscar Nava Escudero (Coordinadores), Administración Pública Contemporánea. 
Derecho, política y justicia. Estudios jurídicos en homenaje a Alfonso Nava Negrete, Tomo III Justicia, 
Editorial Porrúa, Faculta de Derecho UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas UNAM, México 
2010, pp. 27-56; “La constitucionalización de la jurisdicción contencioso administrativa en Venezuela: 
Formalidad y frustración,” en Contenciosos Administrativos en Iberoamérica (Jaime Rodríguez 
Arana, William Vázquez Irizarry, Maria del Carmen Rodríguez Martín-Retortillo), XIV FIDA, 
Universidad de Puerto Rico, San Juan de Puerto Rico 2015, pp. 288-320. 
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disponer lo necesario para el restablecimiento de las situaciones jurídicas 

subjetivas lesionadas por la actividad administrativa.”  

Ha sido precisamente con base en esta norma constitucional, que repite casi 

textualmente el contenido del artículo 206 de la anterior Constitución de 1961, que 

en Venezuela se ha desarrollado la jurisdicción contencioso-administrativa que se 

ejerce por la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia y otros 

tribunales establecidos por Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa de  2010.50  

La configuración de dicha jurisdicción, por otra parte, se ha completado en la 

Constitución de 1999, al regularse también en el artículo 297, a la “Jurisdicción 

Contencioso Electoral” atribuyéndose su ejercicio a la “Sala Electoral del Tribunal 

Supremo de Justicia y los demás tribunales que determine la ley”; especializándose 

así, el control de legalidad e inconstitucionalidad de los actos administrativos 

dictados por los órganos del Poder Electoral. 

Con base en el artículo 259 de la Constitución (equivalente al 206 de la Constitución 

de 1961), fue que  la jurisprudencia de la antigua Corte Suprema de Justicia elaboró 

las bases del contencioso administrativo51, las cuales desarrolladas por la doctrina 

nacional52, condujeron a la elaboración de la derogada Ley Orgánica de la Corte 

 
50  Véase Allan R. Brewer-Carías y Víctore Hernández Mendible, Ley Orgánica de la Jurisdicción 
Contenciioso Administrativa, Ediorial Jurídica venezolana, Caracas 2010. 
51. En cuanto a la jurisprudencia, véase en Allan R. Brewer-Carías, Jurisprudencia de la Corte 
Suprema 1930-74 y Estudios de Derecho Administrativo, Tomo V, La Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, Vol. 1 y 2, Instituto de Derecho Público, Facultad de Derecho, Universidad Central de 
Venezuela, Caracas, 1978; Allan R. Brewer-Carías y Luis Ortiz Álvarez, Las grandes decisiones de 
la jurisprudencia Contencioso Administrativa, Caracas, 1996; y: Luis Ortiz-Álvarez, Jurisprudencia 
de medidas cautelares en el contencioso-administrativo (1980-1994), Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas, 1995. 
52. Véase Luis Torrealba Narváez, “Consideraciones acerca de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, su Procedimiento y Algunas Relaciones de éste con el de la Jurisdicción Judicial 
Civil”, en Anales de la Facultad de Derecho, Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1951; 
Hildegard Rondón de Sansó, El Sistema Contencioso-Administrativo de la Carrera Administrativa. 
Instituciones Procedimiento y Jurisprudencia, Ediciones Magón, Caracas, 1974. Véase asimismo, 
Allan R. Brewer-Carías, Estado de Derecho y Control Judicial, Madrid, 1985, pp. 281 y ss; José 
Araujo Juárez, José, Derecho Procesal Administrativo, Vadell Hermanos editores, Caracas, 1996; 
Allan R. Brewer-Carías, Contencioso Administrativo, Tomo VII, Instituciones Políticas y 
Constitucionales, Caracas-San Cristóbal, 1997; Antonio Canova González, Reflexiones para la 
reforma del sistema contencioso administrativo venezolano, Editorial Sherwood, Caracas, 1998; 
Carlos L. Carrillo Artiles, El recurso jurisdiccional contra las abstenciones u omisiones de los 
funcionarios públicos, Universidad Católica Andrés Bello, Caracas, 1996; Víctor Hernández-
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Suprema de Justicia de 197653, en cuyas normas se reguló el procedimiento 

contencioso-administrativo ante la Corte; situación que concluyó al dictarse la Ley 

Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa de 2010 antes mencionada.  

En todo caso, la importancia de la mencionada norma del artículo 259 de la 

Constitución, es que ratificó la constitucionalización de la jurisdicción contencioso-

administrativa, destacándose los siguientes cuatro aspectos fundamentales del 

proceso:54 

En primer lugar, que el control que se regula especto de los actos administrativos, 

está signado por la característica de la universalidad del control, en el sentido, de 

que todos, absolutamente todos los actos administrativos pueden ser sometidos a 

control judicial por parte de los órganos de la jurisdicción contencioso- 

administrativa, por contrariedad al derecho, es decir, sea cual sea el motivo de la 

misma: inconstitucionalidad o ilegalidad en sentido estricto. La Constitución no 

admite excepciones, y como lo explicó la Exposición de Motivos de la Constitución 

de 1961, la fórmula “contrarios a derecho es una enunciación general que evita una 

enumeración que puede ser peligrosa al dejar fuera de control algunos actos 

administrativos”. 

Por tanto, la intención de los proyectistas de la norma, tanto en la Constitución de 

1961 como en la de 1999, fue la de que a todos los actos administrativos, por 

 
Mendible, Tutela judicial cautelar en el contencioso administrativo, Vadell Hermanos editores, 
Caracas, 1998; Daniela Urosa Maggi, Tutela judicial frente a la inactividad administrativa en el 
derecho español y venezolano, Funeda, Caracas, 2003. Véase además, las siguientes obras 
colectivas: El Control Jurisdiccional de los Poderes Públicos en Venezuela, Instituto de Derecho 
Público, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, Universidad Central de Venezuela, Caracas, 
1979; Contencioso Administrativo en Venezuela, Editorial Jurídica Venezolana, tercera edición, 
Caracas, 1993; Derecho Procesal Administrativo, Vadell Hermanos editores, Caracas, 1997; 8ª 
Jornadas “J.M. Domínguez Escovar” (Enero 1983), Tendencias de la jurisprudencia venezolana en 
materia contencioso-administrativa, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, U.C.V., Corte 
Suprema de Justicia; Instituto de Estudios Jurídicos del Estado Lara, Tip. Pregón, Caracas, 1983; 
Contencioso Administrativo, I Jornadas de Derecho Administrativo Allan Randolph Brewer-Carías, 
Funeda, Caracas, 1995; XVIII Jornadas “J.M. Domínguez Escovar, Avances jurisprudenciales del 
contencioso- administrativo en Venezuela, 2 Tomos, Instituto de Estudios Jurídicos del Estado Lara, 
Diario de Tribunales Editores, S.R.L. Barquisimeto, 1993. 
53. Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia del 30 de julio de 1976 (LOCSJ) en Gaceta 
Oficial Nº 1.893, Extraordinaria del 30-07-76. 
54. Allan R. Brewer-Carías, Nuevas Tendencias en el Contencioso Administrativo en Venezuela, 
Caracas, 1993.  
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cualquier motivo de contrariedad al derecho, pudieran ser controlados por los 

Tribunales que conforman la jurisdicción contencioso-administrativa. Ello, por 

supuesto, trae una consecuencia fundamental: cualquier exclusión de control 

respecto de actos administrativos específicos sería inconstitucional, sea que dicha 

exclusión se haga por vía de ley o por las propias decisiones de los Tribunales, en 

particular, del propio Tribunal Supremo de Justicia. 

A los efectos de asegurar la universalidad del control contencioso administrativo, 

han sido los propios órganos de la jurisdicción contencioso administrativa los que 

han venido ampliando el concepto de acto administrativo, a los efectos de asegurar 

que todo acto administrativo pueda ser objeto de control judicial, de manera que no 

haya actos administrativos que queden excluidos de control55. Es la tendencia a la 

universalidad del control que hemos destacado en otro lugar56, lo que ha permitido, 

como hemos señalado, someter a control de legalidad y constitucionalidad a los 

actos administrativos dictados por las Administraciones Públicas en función 

normativa y jurisdiccional, así como los actos administrativos dictados por otros 

órganos del Estado distintos a la Administración Pública y por entes de derecho 

privado o de derecho público no estatales, y por particulares dictados en función 

normativa o administrativa57.  

En segundo lugar, que como consecuencia de esta tendencia hacia la universalidad 

del control, se ha puestos a disposición de los particulares un importante elenco de 

recursos y acciones para acceder a la justicia contencioso administrativa que, 

permiten, además de accionar demandando la nulidad contra los actos 

administrativos de efectos generales o de efectos particulares, o contra los actos 

administrativos generales o individuales, con o sin pretensión de amparo 

constitucional,  poder ejercer el recurso por abstención o negativa de los 

 
55  Véase por ejemplo la sentencia de la CSJ-SPA de 11-8-93 en la cual se afirma que “la 
jurisdicción contencioso administrativa... abarca, sin excepción, a todos los actos administrativos” 
por lo que desaplicó por inconstitucional el art. 519 de la Ley Orgánica del Trabajo que excluía el 
recurso contencioso-administrativo contra las decisiones de los Inspectores del Trabajo favorable a 
los sindicatos. Revista de Derecho Público Nº 55-56, Caracas, 1993, p. 390. 
56  Véase Allan R. Brewer Carías, Nuevas Tendencias en el Contencioso Administrativo en 
Venezuela, Caracas, 1993, pp. 19 y ss. 
57  Idem, pp. 25 y ss. 
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funcionarios públicos a actuar conforme a las obligaciones legales que tienen; el 

recurso de interpretación; el conjunto de demandas contra los entes públicos; y las 

acciones para resolver los conflictos entre autoridades administrativas del Estado. 

En tercer lugar, que como consecuencia de la misma a constitucionalización de la 

jurisdicción contencioso-administrativa, el artículo 259 no solo asigna competencias 

a unos órganos judiciales, sino en que consagra un derecho fundamental del 

ciudadano a la tutela judicial efectiva frente a la Administración, en el sentido de lo 

establecido en el artículo 26 de la propia Constitución. La jurisdicción contencioso 

administrativa, así, se configura constitucionalmente como un instrumento procesal 

de protección de los administrados frente a la Administración, y no como un 

mecanismo de protección de la Administración frente a los particulares. 

Además, en cuarto lugar, que la forma como están concebidas constitucionalmente 

la universalidad de control y el derecho ciudadano a la tutela judicial frente a la 

Administración, implica la asignación al juez contencioso administrativo de 

amplísimos poderes de tutela, no sólo de la legalidad objetiva que debe siempre ser 

respetada por la Administración, sino de las diversas situaciones jurídicas subjetivas 

que pueden tener los particulares en relación a la Administración. Por ello, el juez 

contencioso-administrativo, de acuerdo a los propios términos del artículo 259 de la 

Constitución, tiene competencia no sólo para anular los actos administrativos 

contrarios a derecho, sino para condenar a la Administración al pago de sumas de 

dinero y a la reparación de daños y perjuicios originados en responsabilidad de la 

misma, y además, para disponer lo necesario para el restablecimiento de las 

situaciones jurídicas subjetivas lesionadas por la autoridad administrativa, 

incluyendo en la expresión “situaciones jurídicas subjetivas” no sólo el clásico 

derecho subjetivo, sino los derechos constitucionales y los propios intereses 

legítimos, personales y directos de los ciudadanos. 


